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TEMA 2. ELEMENTS CONFIGURADORS DELS DRETS 

Naturalesa i estructura dels drets.- Vinculació jurídica i eficàcia dels drets.- Delimitació i límits dels drets.- Titularitat i condicions d’exercici dels drets.- La interpretació dels drets.

I. Elements configuradors dels drets: Naturalesa i estructura dels drets

- Drets públics subjectius

- Els drets com elements objectius de l’ordenament

- Els drets com a garanties institucionals

- Els drets com a determinacions dels fins de l’Estat

- La dimensió objectiva dels drets.

II. Vinculació jurídica i eficàcia dels drets

I. L’especial vinculació dels poders públics als drets reconeguts a la Constitució.

· vinculació directa dels drets del Cap. II

· vinculació “atenuada” dels principis rectors del Cap. III.

2. Eficàcia entre particulars. (Drittwirkung) 

III. Delimitació i límits dels drets

1. Límits interns

2. Límits externs

IV. Els deures constitucionals
V. Titularitat i condicions d’exercici dels drets

1. Titularitat individual i col·lectiva. 

· Titularitat individual dels drets.

· Exercici col·lectiu dels drets

-Drets que s’exerceixen de forma col·lectiva i individual: p.e. associació, vaga, sindicació

-Titularitat grupal dels drets. p. e. Cas Friedman i la titularitat del dret a l’honor per un grup ètnic.

2. Nacionalitat i estrangeria
· Art. 13 CE i àmbit d’exercici dels drets pels no naciónals  (els drets dels estrangers es tractaran en el tema 10 del programa)

3. Persones físiques i jurídiques 

.- Persones físiques

- Persones jurídiques de dret privat.

· Casos en què la persona jurídica pot ser titular d’un dret: una associació, un sindicat

· Titularitat de les persones jurídiques de dret privat: dret a la inviolabilitat del domicili i dret a l’honor 

- L’Estat i les corporacions de dret públic.

· L’Estat com a titular del dret a la tutela judicial efectiva. (Altres casos: autonomia universitària, mitjans de comunicació de titularitat pública. ).

4. Majoria d’edat

V. La interpretació dels drets

Interpretació dels drets fonamentals

· Criteris de l’art. 10

- La Dignitat de la persona  com a fonament de l’ordre polític

- Interpretació conforme a tractats i acords internacionals.

· Drets com a principis.

- Ponderació de drets.

- Proporcionalitat.

· Criteris específics per a determinats drets fonamentals
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STC 64/1988, Titularidad de los derechos

En esta sentencia el Tribunal Constitucional analiza la capacidad del Estado de ser titular de derechos fundamentales.  Para ello, hace un repaso general sobre condiciones de titularidad de los derechos.

1.  Consciente de las dificultades que plantea el asunto que ahora resolvemos, por encontrarse situado en los límites mismos de la jurisdicción constitucional, en cuanto jurisdicción de amparo, el Letrado del Estado se ve obligado a abrir su alegato, tanto en el escrito de demanda como en el posterior escrito de alegaciones, planteándose la pregunta de si la Administración del Estado es titular del derecho fundamental establecido en el art. 24 CE, lo que obviamente sugiere la más general pregunta de si puede considerársele o no titular de derechos fundamentales. 

El Letrado del Estado da a la pregunta que él mismo se formula -y que necesariamente hay que formular- una respuesta afirmativa, que se apoya, básicamente, sobre una determinada concepción de la configuración jurídica de la personalidad de la Administración del Estado, sobre el reconocimiento de la titularidad de derechos fundamentales, ya efectuada por este Tribunal, en favor de personas jurídicas de Derecho público, sobre algunas consideraciones de Derecho comparado y sobre la tesis central de que, si la respuesta fuera de otro tipo, se situaría a la Administración del Estado en indefensión. 

La primera cuestión, por consiguiente, que es preciso plantear, versa sobre la llamada "capacidad de derechos fundamentales" y sobre los límites de la acción para demandar el amparo constitucional. 

Comenzando el análisis por este último punto hay que señalar que el art. 53 CE circunscribe la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y en la Sec. 1ª, Cap. II, a los ciudadanos ("cualquier ciudadano", dice) y a la misma conclusión conduce el art. 41.2 Ley Orgánica de este Tribunal, según el cual el recurso de amparo constitucional protege a todos los ciudadanos frente a las "violaciones de los derechos y libertades originadas por disposiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los Poderes Públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional". 

Es cierto que la doctrina de este Tribunal, desde sus inicios, ha admitido el recurso de amparo constitucional en favor de quienes sean titulares de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, sin limitarlo a los ciudadanos "stricto sensu", de suerte que el problema de la titularidad o capacidad de derechos fundamentales y el de la titularidad de la acción de amparo constitucional, aunque teóricamente diferenciables, terminan, desde este punto de vista, por confundirse. 

El referido problema de la capacidad de derechos fundamentales es de difícil planteamiento y de difícil solución. Debe dejarse de lado, en este momento, la distinción -intrascendente para la solución del tema que nos ocupa- entre los derechos fundamentales que corresponden a todas las personas (por ejemplo, arts. 15 y 17) y aquellos otros que sólo aparecen reconocidos en favor de los españoles o de los ciudadanos (por ejemplo, arts. 14, 19 y 23). Es indiscutible que, en línea de principio, los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la medida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los Poderes Públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos. 

Se deduce así, sin especial dificultad, del art. 10 CE, que, en su ap. 1º, vincula los derechos inviolables con la dignidad de la persona y con el desarrollo de la personalidad y, en su ap. 2º, los conecta con los llamados derechos humanos, objeto de la Declaración Universal y de diferentes Tratados y Acuerdos internacionales ratificados por España, como son el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 19 diciembre 1966 y el Convenio de Roma para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 4 noviembre 1950. 

Titularidad de grupos y organizaciones.

Es cierto, no obstante, que la plena efectividad de los derechos fundamentales exige reconocer que la titularidad de los mismos no corresponde sólo a los individuos aisladamente considerados, sino también en cuanto se encuentran insertos en grupos y organizaciones, cuya finalidad sea específicamente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los intereses y los valores que forman el sustrato último del derecho fundamental. Así, el art. 16 garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto no sólo a los individuos, sino también a las Comunidades, y no debe encontrarse dificultad para ampliar esta misma idea en otros campos. 

En este sentido, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado que el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos lo pueden ejercer los partidos políticos, que el derecho de asociación lo pueden ejercer no sólo los individuos que se asocian, sino también las Asociaciones ya constituidas, y que el derecho a la libertad de la acción sindical corresponde no sólo a los individuos que fundan Sindicatos o se afilian a ellos, sino también a los propios Sindicatos. 

Personas jurídicas de derecho privado.

En un sentido más general la STC 137/1985 de 17 octubre 1985, ha reconocido la titularidad de derechos fundamentales a las personas jurídicas de Derecho privado, especialmente en lo que concierne al derecho del art. 18.2 y, con carácter general, siempre que se trate, como es obvio, de derechos que, por su naturaleza, puedan ser ejercitados por este tipo de personas. 

A la misma conclusión puede llegarse en lo que concierne a las personas jurídicas de Derecho público, siempre que recaben para sí mismas ámbitos de libertad, de los que deben disfrutar sus miembros, o la generalidad de los ciudadanos, como puede ocurrir singularmente respecto de los derechos reconocidos en el art. 20 cuando los ejercitan corporaciones de Derecho público. 

Por lo que se refiere al derecho establecido en el art. 24.1 CE, como derecho a la prestación de actividad jurisdiccional de los órganos del Poder Judicial del Estado, ha de considerarse que tal derecho corresponde a las personas físicas y a las personas jurídicas, y entre estas últimas, tanto a las de Derecho privado como a las de Derecho público, en la medida en que la prestación de la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales tiene por objeto los derechos e intereses legítimos que les corresponden. Y así ha sido establecido por una extensa doctrina jurisprudencial de este Tribunal, que no es necesario examinar aquí con detalle. 

Personas jurídicas de derecho público

Sin embargo, por lo que concierne a este último derecho, este Tribunal ha dicho que no se puede efectuar una íntegra traslación a las personas jurídicas de Derecho público de las doctrinas jurisprudenciales elaboradas en desarrollo del citado derecho fundamental en contemplación directa de derechos fundamentales de los ciudadanos. Por ello, hay que entender que, en línea de principio, la titularidad del derecho que establece el art. 24 CE corresponde a todas las personas físicas y a las personas jurídicas a quienes el ordenamiento reconoce capacidad para ser parte en un proceso y sujeta a la potestad jurisdiccional de Jueces y Tribunales, si bien en este último caso el reconocimiento del derecho fundamental debe entenderse dirigido a reclamar del órgano jurisdiccional la prestación a que como parte procesal se tenga derecho. 
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